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RESPUESTA: 

 
La Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial de las personas con 

discapacidad y de modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa 

Tributaria con esta finalidad (BOE de 19 de noviembre), regula en sus Cap ítulos I y II los requisitos 
para la constitución del patrimonio protegido del discapacitado y las reglas de su funcionamiento, y en 

su Capítulo III establece una serie de beneficios fiscales para dicho patrimonio.  
 
El artículo 227-2.1 de la Ley 25/2010, de 29 de julio, del libro segundo del Código Civil de 

Cataluña, relativo a la persona y la familia (BOE de 21 de agosto), establece que el patrimonio 
protegido regulado en dicha Ley es un “…patrimonio autónomo, sin personalidad jurídica, sobre el 

cual el constituyente, el administrador y el beneficiario no tienen la propiedad ni ningún otro derecho 
real.” 

El Fundamento Jurídico 5 de la Sentencia del Tribunal Constitucional 236/2012, de 13 de 

diciembre de 2012, recaída en el Recurso de inconstitucionalidad 1004-2004,  Interpuesto por el 
Parlamento de Cataluña en relación con el artículo 1.2 de la citada Ley 41/2003, manifiesta: “… cabe 

señalar que la queja del Letrado del Parlamento de Cataluña actualmente se demuestra inconsistente, 
pues con fecha de 21 de agosto de 2010 se publicó en el «BOE» la Ley 25/2010, de 29 de julio, del 
libro segundo del Código civil de Cataluña, relativo a la persona y la familia, cuyo título II, capítulo 

VII (arts. 227-1 a 227-9) que incorpora al Derecho civil catalán la figura del patrimonio protegido, no 
habiendo dado lugar a colisión competencial alguna en cuanto a su distinto contenido respecto a la 

norma estatal, ni a limitación en orden a los beneficios tributarios estatales, cuyo disfrute siguen 
obteniendo igualmente quienes ostentan la vecindad civil catalana y crean y realizan aportaciones a 
patrimonios protegidos que cumplan la normativa estatal. Cae así por su base el argumento de la parte 

recurrente sobre el hipotético tratamiento fiscal desigual entre los ciudadanos pertenecientes a las 
comunidades autónomas con Derecho civil propio, incluso en la medida en que tal argumento pudiera 

tener relevancia constitucional.” 
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